
 

 

DIRECCIÓN DE LITIGIO ESTRATÉGICO CASACIÓN Y REVISIÓN  
 

Banco de Resoluciones en temas de Litigio Estratégico - 2023  
 

JURISPRUDENCIA SENTENCIA No. 42-21-CN/22 
 

TRIBUNAL Pleno de la Corte Constitucional, 27 de enero de 2023. 

MATERIA Constitucional – Consulta de constitucionalidad del artículo 37 de la Ley Orgánica 
de Identidad y Datos Civiles (Civil-Cambio de apellidos de adolescentes por parte 
de los progenitores) 

INTERVINO LA DEFENSORIA 
PUBLICA   

No aplica 

DATOS DEL DEFENSOR/A PUBLICO No aplica 

DERECHOS INVOLUCRADOS Derecho a la identidad de niños y adolescentes.  

BREVE RELACION DE LOS HECHOS  
El 29 de marzo de 2021, R.G.C.L. y N.C.C.B. (en adelante “la parte actora”), en 
representación de sus tres hijas menores de edad1, las adolescentes J.C.C., S.C.C. 
y J.C.C., presentaron una demanda de reforma de inscripción de nacimiento en 
contra de la Dirección General de Registro Civil, Identificación y Cedulación (en 
adelante “la institución demandada”), solicitando el cambio de orden de los 
apellidos de las niñas debido a que alegaron que a causa de su apellido paterno 
han sufrido burlas, ironías, groserías y ofensas verbales por parte de sus 
compañeros de la institución educativa a la que asisten. 
 
El proceso se identificó con el No. 17203-2021-01641 y su conocimiento 
correspondió a la Unidad Judicial de Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia con sede 
en la parroquia Mariscal Sucre del Distrito Metropolitano de Quito, provincia de 
Pichincha (en adelante “la Unidad Judicial”). 
 
El 23 de septiembre de 2021, la jueza escuchó a las niñas en audiencia reservada 
y, posteriormente, instaló la audiencia pública en la cual los padres de las niñas, 
como parte actora, rindieron ante la jueza su declaración de parte. Durante la 
audiencia también intervino la Oficina Técnica de la Unidad Judicial y emitió de 
forma verbal su informe psicosocial. 
 
El 28 de septiembre de 2021, la jueza de la Unidad Judicial (en adelante “la jueza 
consultante” o “la judicatura consultante”) suspendió la tramitación de la causa 
No. 17203-2021-01641 y remitió en consulta el expediente a la Corte 
Constitucional. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO Arts. 44, 45, 66. 28  de la Constitución de la República del Ecuador. 

CONTEXTO SOCIAL Y ECONÓMICO 
DEL CASO 

Niños, niñas y adolescentes. 

INSTANCIA PROCESAL EN LA QUE 
SE EMITE LA SENTENCIA  

Corte Constitucional 

INSTRUMENTO Y/O CRITERIO 
INTERNACIONAL INVOCADO 

Corte IDH. Identidad de género, e igualdad y no discriminación a parejas del mismo 
sexo. Obligaciones estatales en relación con el cambio de nombre, la identidad de 
género, y los derechos derivados de un vínculo entre parejas del mismo sexo, 
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Opinión Consultiva OC-24/17 de 24 de noviembre de 2017. Serie A No. 24, párr. 
89. 
 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969). Artículo 18.- Derecho al 
Nombre.- Toda persona tiene derecho a un nombre propio y a los apellidos de sus 
padres o al de uno de ellos. La ley reglamentará la forma de asegurar este derecho 
para todos, mediante nombres supuestos, si fuere necesario. 
 
Corte IDH. Caso Gelman Vs. Uruguay. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 24 de 
febrero de 2011. Serie C No. 221, párr. 127. 
 
Corte IDH. Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva 
OC-17 del 28 de agosto de 2002. Serie A No. 17, párr. 24. 
 
Convención sobre los Derechos del Niño. 

ARGUMENTOS Y 
FUNDAMENTACIÓN DE LA CORTE 
NACIONAL 

 
5.2.1. Finalidad constitucionalmente válida 
 
37. Los vínculos jurídicos, viabilizan y facilitan la protección y el acceso a los 
derechos que el Estado debe garantizar, mientras que los vínculos con los 
miembros del núcleo familiar permiten no solamente el desarrollo y 
fortalecimiento de vínculos afectivos, sino también la configuración de los 
derechos y obligaciones que se derivan del régimen de la filiación. Para tal 
inscripción, es indispensable la asignación de los nombres y apellidos de la persona 
inmediatamente luego de su nacimiento. De lo anterior se sigue que la identidad 
de una persona, incluidos sus nombres y apellidos, es esencial para garantizar el 
ejercicio de otros derechos así como individualizar a la persona en sus relaciones 
con los demás. 
 
38. Por lo expuesto, el artículo 37 de la Ley Orgánica de Gestión de la Identidad y 
Datos Civiles que limita la posibilidad de determinar el orden de los apellidos de 
las niñas y niños al momento de la inscripción del nacimiento, persigue finalidades 
constitucionalmente válidas al garantizar: (i) el derecho a la identidad, a ser 
inscrita o inscrito con nombres y apellidos tras el nacimiento y preservar los 
vínculos jurídicos con sus familiares conforme los artículos 28 y 45, inciso segundo, 
de la Constitución, así como al artículo 7 de la CDN; y (ii) preservar la identidad de 
niñas, niños y adolescentes ante modificaciones que puedan afectar los vínculos 
jurídicos de cualquier índole frente a terceros, así como afectaciones a dichos 
terceros. 
 
39. Por su parte, la delimitación temporal acerca del momento en que es 
permisible la elección de los apellidos que identificarán a una niña o niño busca 
asegurar que su identidad no pueda ser alterada de forma arbitraria por decisión 
de sus progenitores cuando a lo largo de un tiempo han generado y establecido 
relaciones en distintos ámbitos, privados y públicos, con ese orden de apellidos, 
los cuales son además parte de su identidad y otros derechos conexos. De ahí que, 
a juicio de esta Corte, la medida persigue una finalidad constitucionalmente 

válida. 

 
 
5.2.2. Idoneidad 



 

 

44. En particular, el padre de las niñas, no solamente está de acuerdo con la 
modificación, sino que considera que esta es una decisión tomada en favor del 
bienestar de sus hijas y no generará una afectación al vínculo familiar. Por su parte, 
la madre de las niñas ha manifestado que las niñas mantienen una buena relación 
y comunicación con su padre, a pesar de que no vive con ellas debido a que se 
encuentran divorciados. En similar sentido, las niñas expresaron que mantienen 
una buena relación con su padre, que no quieren perder su identidad, sino que se 
trata de una decisión familiar tomada con el fin de garantizar su bienestar y evitar 
que sigan siendo objeto de insultos, burlas y rechazo, y que el cambio de orden de 
sus apellidos no afectará el cariño y la relación que tienen con su padre. De ahí 
que, esta Corte no encuentra que, en el caso concreto, la limitación temporal para 
la determinación del orden de los apellidos contenido en la norma consultada sea 
conducente para preservar el vínculo jurídico con su padre o su familia paterna. 
 
45. Por otro lado, los padres de las niñas manifestaron que las adolescentes no 
han contraído obligación jurídica ni celebrada negocios jurídicos con terceros, de 
forma autónoma en razón de su edad y tampoco a través de la representación de 
sus padres. 
 
En ese sentido, el cambio de orden de los apellidos solicitado no tendría la 
potencialidad de afectar derechos o intereses de terceros. Así, en el caso que nos 
ocupa, la limitación temporal para la determinación del orden de los apellidos de 
las niñas no resulta conducente para alcanzar la finalidad de evitar afectaciones a 
los derechos de terceros. 
 
46. En consecuencia, en el presente caso, la limitación temporal a la posibilidad de 
determinar el orden de los apellidos contenido en el artículo 37 de la Ley Orgánica 
de Gestión de la Identidad y Datos Civiles no es idónea para la consecución de los 
fines que la misma persigue. 
 
5.2.3. Necesidad 
 
54. A juicio de la Corte, no sería razonable considerar que los progenitores podían 
determinar el orden de apellidos de forma distinta al momento de la inscripción 
de sus tres hijas, puesto que en ese momento no se verificaban afectaciones a la 
integridad psíquica de sus hijas con motivo de su apellido paterno. Además, en el 
caso concreto, los progenitores de las niñas no pudieron ejercer la opción de 
determinar libremente el orden de los apellidos al momento de la inscripción del 
nacimiento de su primera hija, en tanto el artículo 37 de la Ley Orgánica de Gestión 
de la Identidad y Datos Civiles no se encontraba vigente al momento del 
nacimiento de las niñas y la norma vigente en ese entonces establecía que el 
apellido paterno preceda al apellido materno de forma obligatoria en todos los 
casos. Lo mismo ocurría con el texto original de la norma consultada y la 
posibilidad de que los padres escojan libremente el orden de los apellidos en el 
momento de la inscripción se dio a partir de la modulación realizada por la Corte 
Constitucional en la sentencia No. 008-17-SCN-CC44. 
 
55. En consecuencia, al momento no existe ningún mecanismo distinto al de la 
posesión notoria que permita a las niñas ejercer su derecho a contar con nombres 
libremente escogidos, en función de su derecho a la intimidad personal y familiar 
expresado en la autonomía de la voluntad. De hecho, la aplicación en el presente 
caso del artículo 37 de la Ley Orgánica de Gestión de la Identidad y Datos Civiles, 



 

 

que contiene la limitación temporal relativa al momento de la inscripción del 
nacimiento, indefectiblemente impone que la única alternativa disponible para 
que las niñas accedan a un cambio de orden de sus apellidos sea esperar 10 años 
con el fin de cumplir los requisitos para el cambio por posesión notoria. Para esta 
Corte es claro que acceder al cambio de apellido a través del régimen de la 
posesión notoria e ininterrumpida por más de 10 años tampoco resultaría una 
medida razonable para la protección del derecho a la integridad psíquica de las 
niñas en el presente caso. 
 
5.2.4. Proporcionalidad en sentido estricto 
 
56. Por último, la proporcionalidad en sentido estricto exige “[…] el equilibrio entre 
el sacrificio y el beneficio conseguido […]”. Es decir que, para alcanzar las 
finalidades constitucionalmente válidas que la medida persigue, ésta debería 
interferir en la menor medida posible con otros derechos. Caso contrario, la 
medida tendría un resultado desmedido o exagerado frente a las ventajas que 
podría representar. 
 
66. En síntesis, si bien la norma objeto de la consulta procura garantizar el derecho 
a la identidad, en el caso concreto la garantía de este derecho no puede lograrse 
a costa de una afectación desmedida de otros derechos como la integridad 
personal y el interés superior de las niñas, así como la autonomía de la voluntad 
de sus progenitores. 
 
67. En consecuencia, la Corte observa que cuando por el orden de apellidos al 
momento de la inscripción, las niñas y niños son víctimas de afectaciones a su 
integridad psíquica con motivo de su primer apellido, la aplicación irrestricta de la 
medida dispuesta en la norma consultada termina siendo gravosa respecto del 
ejercicio de otros derechos. Por lo expuesto, este Organismo verifica que la 
limitación temporal para la determinación del orden de los apellidos no es una 
medida estrictamente proporcional para el caso concreto. 
 

MEDIDAS DE REPARACIÓN 
INTEGRAL ADOPTADAS 

No Aplica.  

FALLO 68. Tras el análisis realizado, esta Corte determina que la aplicación del artículo 37 
de la Ley Orgánica de Gestión de la Identidad y Datos Civiles en el supuesto 
consultado, en el que las niñas requieren un cambio de orden de apellidos debido 
a afectaciones a su integridad psíquica originadas en hostigamientos por su primer 
apellido, no es idónea, necesaria ni proporcional. En consecuencia, la Corte 
Constitucional concluye que la aplicación de la norma consultada en el caso 
concreto es incompatible con los artículos 44 (interés superior del niño), 45 
(derechos de niñas, niños y adolescentes) y 66, numerales 3 (derecho a la 
integridad personal), 20 (derecho a la intimidad personal y familiar) y 28 (derecho 
a la identidad) de la Constitución. 
 
70. Con base en lo expuesto, la jueza de la Unidad Judicial de Familia, Mujer, Niñez 
y Adolescencia con sede en la parroquia Mariscal Sucre del Distrito Metropolitano 
de Quito podrá ordenar a la Dirección General de Registro Civil, Identificación y 
Cedulación que proceda con la reforma de las inscripciones de nacimiento de las 
adolescentes J.C.C., S.C.C. y J.C.C. Además, dado que J.C.C. cumplió los dieciocho 
años el día 26 de enero de 2022, es decir un día antes de la aprobación de la 



 

 

presente sentencia, esta Corte estima pertinente aclarar que de todas formas se 
beneficiará de la interpretación establecida por este Organismo. 
 
71. En función de lo dispuesto en el artículo 143 numeral 2 de la LOGJCC, este 
pronunciamiento tendrá efectos para el proceso judicial No. 17203-2021-01641 
que originó la presente consulta de norma, así como para casos análogos y hacia 
el futuro. 
 
En aplicación del principio del interés superior de niñas, niños y adolescentes, las y 
los jueces que reciban estas solicitudes deberán analizar la aplicabilidad de la 
presente interpretación según cada caso concreto. La interpretación desarrollada 
en la presente sentencia deberá ser aplicada a partir de su notificación. (énfasis 
añadido)   

 
7. Decisión 

72. En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional y por mandato 
de la Constitución de la República del Ecuador, la Corte Constitucional resuelve:  
 

1. Absolver la consulta de constitucionalidad planteada por la jueza de la 
Unidad Judicial de Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia con sede en la 
parroquia Mariscal Sucre del Distrito Metropolitano de Quito, en los 
siguientes términos: 
 
Cuando se verifiquen afectaciones a la integridad psíquica de niñas, niños 
y adolescentes debido al orden de sus apellidos establecido al momento 
de la inscripción del nacimiento, la aplicación de la interpretación literal 
del artículo 37 de la Ley Orgánica de Gestión de la Identidad y Datos Civiles 
y, en particular su inciso segundo, es inconstitucional. En estos supuestos, 
se deberá garantizar la posibilidad de acceder al cambio en la 
determinación del orden de los apellidos a las niñas, niños y adolescentes 
luego de la inscripción del nacimiento. 
 
Las juezas y jueces que conozcan solicitudes de cambio del orden de los 
apellidos de niñas, niños o adolescentes por alegadas afectaciones a la 
integridad psicológica deberán, al menos: i) escuchar y tomar en cuenta 
la opinión de la niña o niño involucrado, a la luz del principio de evolución 
de facultades e interés superior del niño; ii) disponer la práctica de 
evaluaciones técnicas pertinentes para determinar la alegada afectación 
a la integridad psíquica; y, iii) escuchar a los progenitores o representantes 
legales y evaluar su acuerdo o conformidad con el cambio de orden de los 
apellidos solicitado. La decisión deberá siempre tomar en cuenta y dar 
prevalencia al interés superior de las niñas, niños y adolescentes. 
 
Esta modificación en el orden de los apellidos de niñas, niños y 
adolescentes con posterioridad a la inscripción del nacimiento no alterará 
los datos de filiación que constan en los registros de identificación, sin 
perjuicio de que se pueda acceder al cambio de apellidos por posesión 
notoria prescrito en el artículo 79 de la Ley Orgánica de Gestión de la 
Identidad y Datos Civiles. 
 



 

 

2. Declarar que la presente sentencia tiene efectos entre las partes y para 
casos  análogos de conformidad con el numeral 2 del artículo 143 de la 
LOGJCC.  
 

VOTACIÓN POR LA QUE FUE 
ADOPTADA 

Pleno de la Corte Constitucional con nueve votos a favor, de los Jueces 
Constitucionales Karla Andrade Quevedo, Ramiro Ávila Santamaría, Carmen Corral 
Ponce, Agustín Grijalva Jiménez, Enrique Herrería Bonnet, Alí Lozada Prado, Teresa 
Nuques Martínez, Daniela Salazar Marín y Hernán Salgado Pesantes. 

VOTOS CONCURRENTES O 
DISIDENTES: 

 
No Aplica.  
 

OTROS DATOS DE INTERÉS: LINK 
DE LA CORTE CONSITUTIONAL 

http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/e2NhcnBldG
E6J3RyYW1pdGUnLCB1dWlkOidjNTdkMmJkYS01MzYzLTQwMGYtOWM0NC1lM
WU4ZGY2OWJmMDIucGRmJ30=  

 
 
 

Elaborado por:  
Abg. Guillermo Zapatier Nájera 
 
 
Revisado por: 
Dra. María  Helena Villarreal Cadena. 
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